DICTAMEN  de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, con relación a las iniciativas de reforma a la Constitución Política Local en materia de Derecho a la Información Pública.

RESULTANDO

PRIMERO. Que al Pleno del Congreso, le fue turnado expediente conteniendo la Iniciativa de proyecto de decreto por el cual se adiciona un cuarto y quinto párrafos al artículo 8° de la Constitución Política de Coahuila, presentada por los integrantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos del Trabajo y de Unidad Democrática de Coahuila, diputados Ramón Díaz Avila, José Guadalupe Saldaña Padilla, Evaristo Pérez Rivera y Gregorio Contreras Pacheco, y así mismo se presento al Pleno del Congreso Iniciativa de proyecto de decreto por el cual se adiciona un cuarto párrafo al artículo 8° de la Constitución Política local  por los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputada María Beatriz Granillo Vázquez y diputado Francisco Ortiz del Campo.

SEGUNDO. Que cumplido con el trámite legislativo ambas iniciativas, se turnaron a esta comisión para los efectos de estudio y dictamen.

TERCERO. Que a su vez, el Pleno del Congreso dio cuenta de la Iniciativa de reforma a la Constitución Política local en materia de derecho a la Información planteada por el Ejecutivo del Estado, por lo que una vez que se cumplió con el trámite legislativo, dicha iniciativa se turnó a esta comisión para los efectos de estudio y dictamen. 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que la Iniciativa de proyecto de decreto presentada por los integrantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos del Trabajo y de Unidad Democrática de Coahuila se sustentó con la  Exposición de Motivos, que se adjunta como el anexo N° 1, formando parte del cuerpo de este dictamen; misma que aquí se tiene por reproducido en su integridad.

SEGUNDO. Así mismo la iniciativa de proyecto de decreto presentada, por los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, fue sustentada con la Exposición de Motivos, que se adjunta como anexo N° 2 al presente dictamen formando parte del mismo, misma que se tiene por reproducida en su integridad.

TERCERO. Que la Iniciativa de reforma la sustentó el Ejecutivo Estatal con la  Exposición de Motivos, que se adjunta como el anexo N° 3, formando parte del cuerpo de este dictamen; misma que aquí se tiene por reproducido en su integridad.

CUARTO. Realizado el análisis del proyecto de decreto presentado por integrantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos del Trabajo y de Unidad Democrática de Coahuila, se destaca la incorporación de las características del órgano público autónomo que habrá de encargarse de garantizar el acceso a la información pública, a fin de que sea una autoridad constitucional en la materia, y que sus integrantes serán designados por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los miembros del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley.

Es también de destacarse la incorporación del derecho a la libertad de expresión y su ámbito de comprensión, para fijar con mayor claridad el derecho que tiene todo persona de expresar sin censura sus pensamientos, creencias, ideologías o sentimientos.
QUINTO. En relación con el proyecto de decreto planteado por los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, se destaca que se incorpora la garantía de la participación ciudadana con información, es decir, que todo persona que tenga derecho a participar en la vida pública del estado, tenga la vinculación de este derecho con la información, pues no puede haber participación sin información.

Es de suma importancia esta aportación del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, pues no puede entenderse el derecho de tomar parte de las decisiones públicas, si no hay garantía de la información pública.

SEXTO. Que por los anteriores motivos y una vez que esta Comisión estudió y analizó en conjunto las iniciativas en comento, haciendo mención que diversos postulados propuestos por Grupos Parlamentarios de los Partidos del Trabajo, de Unidad Democrática de Coahuila, y del Partido de la Revolución Democrática, ya fueron incorporados, esta Comisión realizo las adecuaciones que se estimaron pertinentes, entre las que destacan:

1. Establecer el derecho a la intimidad, pues el sustento de la protección de los datos personales objeto del derecho de acceso a la información pública, radica en el reconocimiento de la persona humana a un ámbito exclusivo de intimidad personal y familiar que debe proclamarse y tutelarse en nuestra Constitución Local. 
2. La obligación de transparencia del Poder Público, pues aún cuando hemos reconocido el principio de claridad en el manejo del dinero público, es necesario señalar la regla general de la transparencia a toda entidad de interés público.

3. La modificación del órgano imparcial e independiente inserta en la Iniciativa del Gobernador del Estado que ahora se dictamina, por la definición clara y precisa de constituir un organismo público autónomo conforme a las bases siguientes:

 
- Será autoridad constitucional en la materia, independiente en sus funciones y decisiones, y profesional en su desempeño.

- Contará con autonomía política, jurídica, administrativa, presupuestal, patrimonial y financiera, en los términos que establezca la ley.

- Tendrá a su cargo la rectoría de las siguientes materias: El acceso a la información pública; la cultura de transparencia informativa; los datos personales; la documentación pública; la realización de estadísticas, sondeos, encuestas o cualquier instrumento de opinión pública; y las demás atribuciones que establezca la ley.

- Su actuación se regirá por los principios de constitucionalidad, legalidad, certeza, independencia, imparcialidad y objetividad.

- Sus integrantes serán designados por el voto de cuando menos las dos terceras partes del Congreso del Estado en la sesión correspondiente, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley.
4. Establecer el derecho a la libertad de expresión y su ámbito de comprensión, como un complemento de las libertades fundamentales, a fin de aclarar su contenido de derecho humano fundamental.

5. Establecer que el acceso a la información pública garantiza el derecho a la participación de las personas, como una aportación importantísima para vincular la participación ciudadana con la garantía de acceso a la información pública.
6. Establecer que las leyes garantizarán la gratuidad de la información pública bajo el principio de disponibilidad presupuestal, sin perjuicio de los derechos o cuotas proporcionales, equitativas y mínimas por la reproducción, gastos de envío, servicio o trámite público, conforme a las leyes fiscales, a fin de clarificar constitucionalmente el contenido del principio de gratuidad.

 

7. Establecer que la garantía de la disponibilidad presupuestal en materia de acceso a la información pública, se regirá por la eficiencia, racionalidad, optimización de recursos e interés social.
8. Establecer como sujetos de juicio político y del procedimiento de declaratoria de procedencia en materia penal, a los integrantes de los organismos públicos autónomos que establezca esta Constitución, como una consecuencia lógica de la naturaleza del organismo público autónomo a los principios de responsabilidad.
9. Establecer que el organismo público autónomo a que se refiere la fracción VI del artículo 7° de la Constitución, se regirá para su establecimiento a partir de principios de eficiencia, economía presupuestal, la no-duplicidad innecesaria de funciones, así como el aprovechamiento de las estructuras actuales de la documentación pública en el estado.

En consecuencia, una vez que esta Comisión ha elaborado el estudio correspondiente y observa la pertinencia de su contenido, nos permitimos someter a la consideración del Pleno del Congreso para su resolución y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se adicionan los artículos 7º con un tercer y cuarto párrafos que comprenden además las fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII, 8° con un quinto y sexto párrafos, 67 fracción V, con un segundo párrafo, fracción XXXIII con un tercer párrafo, 102 con un segundo párrafo; se reforman los artículos 163 primer párrafo, 165 primer y segundo párrafos todos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar de la manera siguiente:

Artículo 7°. ...

 

...

Toda persona tiene derecho a la intimidad. Este derecho será garantizado en el marco de la sociedad democrática.

Toda persona tiene derecho a la información pública. La garantía de acceso a la información pública, se definirá a partir de los principios siguientes:
I.
Su fundamento reside en el estado humanista, social y democrático de derecho que establece esta Constitución.

II.
El acceso libre, gratuito, sencillo, antiformal, eficaz, pronto y expedito a la información.

III.
La interpretación constitucional más favorable del principio de publicidad, salvo las excepciones que por razones de interés público establezca la ley en sentido estricto.

IV.
La protección de los datos personales.

V.
La obligación de transparencia del Poder Público o cualquier otra entidad que utilice, reciba o disponga de recursos públicos, en los términos de la ley.

VI.
La administración, conservación y preservación de la documentación pública a través de mecanismos confiables, eficientes y eficaces.
VII.
La constitución de un organismo público autónomo conforme a las bases previstas en esta Constitución y las siguientes:

 
1.
Será autoridad constitucional en la materia, independiente en sus funciones y decisiones, y profesional en su desempeño.

2.
Contará con autonomía política, jurídica, administrativa, presupuestal, patrimonial y financiera, en los términos que establezca la ley.

3.
Tendrá a su cargo la rectoría de las siguientes materias:

a)
El acceso a la información pública.

b)
La cultura de transparencia informativa.

c)
Los datos personales.

d)
La documentación pública.

e)
La realización de estadísticas, sondeos, encuestas o cualquier instrumento de opinión pública.

f)
Las demás atribuciones que establezca la ley.

4.
Su actuación se regirá por los principios de constitucionalidad, legalidad, certeza, independencia, imparcialidad y objetividad.

5.
Sus integrantes serán designados por el voto de cuando menos las dos terceras partes del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley.
Artículo 8º. ...

... 

...
...

El acceso a la información pública garantiza el derecho a la participación de las personas.

Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende las libertades de opinión y de investigar, recibir o comunicar informaciones o ideas sin censura y sin más límites que los que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 67. ...

I. a IV. …

V. ...

Designar a los integrantes del organismo público autónomo a que se refiere la fracción VII del artículo 7° de esta Constitución, con el voto de cuando menos las dos terceras partes de los miembros del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley.

VI. a XXXII. ...

 

XXXIII. ...
...

 

Las leyes garantizarán la gratuidad de la información pública bajo el principio de disponibilidad presupuestal, sin perjuicio de los derechos o cuotas proporcionales, equitativas y mínimas por la reproducción, gastos de envío, servicio o trámite público, conforme a las leyes fiscales.

 

XXXIV. a XLVIII. ...

 

Artículo 102. ...

La disponibilidad presupuestal en materia de acceso a la información pública, se regirá por la eficiencia, racionalidad, optimización de recursos e interés social.
Artículo 163. Podrán ser sujetos de juicio político los diputados del Congreso del Estado; el gobernador del Estado; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los subsecretarios; los subprocuradores de justicia; los directores generales y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo; los magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los magistrados del Tribunal Electoral; los magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito; los jueces de primera instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del estado; los integrantes de los concejos municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; los consejeros electorales del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila; y los demás integrantes de los organismos públicos autónomos que establezca esta Constitución.
...

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el gobernador del Estado; los diputados del Congreso Local; los magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los magistrados del Tribunal Electoral; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los concejos municipales; los consejeros electorales del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila; y los demás integrantes de los organismos públicos autónomos que establezca esta Constitución, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

...

Si el Congreso declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la ley. Cuando se trate del gobernador del Estado, de los diputados al Congreso Local, de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, de los magistrados del Tribunal Electoral, de los consejeros electorales del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, y los demás integrantes de los organismos públicos autónomos que establezca esta Constitución, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cual fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere.

...

...

...

...

... 

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor a los noventa días hábiles siguientes al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

 

Dentro del plazo de vacancia de este Decreto, los poderes legislativo, ejecutivo y judicial promoverán la difusión de esta reforma.

 

ARTÍCULO SEGUNDO. El Congreso del Estado deberá expedir la nueva legislación de la materia para reglamentar el derecho a la información pública; asimismo, deberá realizar las modificaciones y adecuaciones pertinentes a la legislación secundaria vigente para remover todo obstáculo normativo para el ejercicio de este derecho.

 

En todo caso, la ley de la materia establecerá las modalidades temporales para implementar de manera efectiva el ejercicio del derecho de libre acceso a la información pública.

 

ARTÍCULO TERCERO. En todo caso, el organismo público autónomo a que se refiere la fracción VII del artículo 7° de la Constitución, se regirá para su establecimiento a partir de principios de eficiencia, economía presupuestal, la no-duplicidad innecesaria de funciones, así como el aprovechamiento de las estructuras actuales de la documentación pública en el estado.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila  junio 3  del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES
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Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández

a favor en lo general y reservado
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voto en contra.
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Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
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Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para desincorporar del dominio público del Gobierno del Estado, una superficie de terreno ubicada en el Ejido “Villa Frontera” del Municipio de Frontera, Coahuila, así como para que se autorice al propio Gobierno del Estado, a enajenar la mencionada superficie a título oneroso y a favor de la empresa Industrial Frontera, S. A. de C. V., para que la destine a la instalación, construcción y operación de un confinamiento controlado de arenas residuales. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 27 de mayo de 2003, se recibió iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para desincorporar del dominio público del Gobierno del Estado, una superficie de terreno ubicada en el Ejido “Villa Frontera” del Municipio de Frontera, Coahuila, así como para que se autorice al propio Gobierno del Estado, a enajenar la mencionada superficie a título oneroso y a favor de la empresa Industrial Frontera, S. A. de C. V., para que la destine a la instalación, construcción y operación de un confinamiento controlado de arenas residuales. 

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Presidente del Pleno del Congreso, dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Entre las vertientes estratégicas que prevé el Plan Estatal de Desarrollo 2000-2005, se señalan las del desarrollo económico en la entidad y el de la calidad de vida de los coahuilenses. 

SEGUNDO. Así, en materia de desarrollo económico se ha trabajado en la mejora y ampliación de la infraestructura y prestación de servicios para que la actividad económica en general, e industrial en particular, puedan desarrollarse sin limitaciones; de igual forma, se ha atendido lo referente al confinamiento de desechos industriales para no dañar el medio ambiente y perjudicar la salud de los coahuilenses.

TERCERO. En el rubro de la calidad de vida se constituyen en objetivos prioritarios, por una parte, los relativos a la protección del medio ambiente y de todos sus componentes a fin de asegurar la sostenibilidad de la vida en el Estado y, por otra parte, los de asegurar la conservación y el desarrollo de los recursos naturales de la entidad. 

CUARTO. De esa forma, la administración estatal ha diseñado, implementado y ejecutado diversas acciones tendientes al cumplimiento de esos objetivos.

QUINTO. Así pues, se ha estimado conveniente, entre otros, apoyar a las empresas que, de manera responsable, asumen un compromiso con su entorno: con su comunidad.

SEXTO. En la ciudad de Frontera Coahuila, se han establecido diversas empresas que, como consecuencia de sus procesos de producción, generan algunos residuos, entre otros, de arenas.

SÉPTIMO. Por ello, el Gobierno del Estado, preocupado por el entorno ecológico de esa región, ha promovido diversas acciones que se han realizado en coordinación con las empresas involucradas.

OCTAVO. Entre esas acciones, se incluye la referente al apoyo otorgado a la Compañía Industrial Frontera, S. A. De C. V., para la instalación, construcción y operación de un confinamiento de arenas residuales, a través del cual se presten servicios a todas aquellas empresas establecidas en la región respectiva.

NOVENO. En ese contexto, se tramitó ante el Gobierno Federal la expropiación de una superficie de terrenos ejidales a favor del Gobierno del Estado con el objeto de enajenarla, una vez cubiertos los trámites legales respectivos, a la citada Compañía Industrial Frontera para que ésta opere el confinamiento señalado.

DÉCIMO. De esa forma, el día 24 de septiembre de 2002, mediante Decreto Presidencial que fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, Primera Sección, de fecha 9 de octubre de 2002, fueron expropiadas a favor del Gobierno del Estado 40-65-87.46 hectáreas de temporal de uso común de terrenos del Ejido “Villa Frontera” del municipio de Frontera, Coahuila, para destinarse a la instalación y construcción de un confinamiento controlado para arenas residuales.

UNDÉCIMO. Así mismo, en ese decreto se autorizó al Gobierno del Estado para que, una vez decretada y cubierta la indemnización respectiva, transmita la propiedad de los terrenos expropiados a favor de la Compañía Industrial Frontera, S. A. De C. V.

DUODÉCIMO. En el mes de noviembre de 2002 se realizaron los trabajos de deslinde, brecheo y amojonamiento de la superficie correspondiente y, así mismo, una vez practicados dichos trabajos, se entregó al Gobierno del Estado, a través de su representante, la posesión de esa superficie.

DÉCIMO TERCERO. Por cuanto hace la indemnización correspondiente, ésta, a la fecha, ha sido totalmente cubierta.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a consideración del Congreso, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se desincorpora del dominio público del Gobierno del Estado una superficie de 40-65-87.46 hectáreas ubicada en el Ejido “Villa Frontera” del municipio de Frontera, Coahuila y que cuenta con las siguientes medidas y rumbos:

El polígono se inicia partiendo del vértice marcado con el número 1 con rumbo S 51°45’00” W y con una distancia de 660.00 metros; se llega al vértice número 2, colindando a la izquierda con terrenos del propio polígono y a la derecha con terrenos propiedad del C. Roberto González Verduzco; de este punto marcado con el vértice número 2 se continúa con un rumbo S 45°50’06” E y con una distancia de 665.82 metros se llega al vértice número 3 colindando a la izquierda con terrenos del propio polígono y a la derecha con terrenos pertenecientes al Ejido Frontera y vía del ferrocarril Cuatro Ciénegas-Frontera de por medio, de este punto marcado con el vértice 3 se continúa con rumbo N 51° 44’ 59” E y con una distancia de 572.09 metros se llega al vértice número 4, colindando a la izquierda con terrenos del propio polígono y a la derecha con terrenos pertenecientes al Ejido Frontera, de este punto marcado con el vértice 4 se continúa con rumbo N 38° 14’ 54” W y con una distancia de 659.99 metros se llega al vértice número 1, que es el punto de partida del polígono, colindando a la izquierda con terrenos del propio polígono y a la derecha con terrenos del Ejido Frontera.

El Gobierno del Estado adquirió la propiedad de la superficie descrita mediante Decreto Presidencial del 24 de septiembre de 2002, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 9 de octubre de 2002, por el que se expropió a favor del Gobierno del Estado la superficie señalada. Decreto este que fue inscrito en la Oficina del Registro Público ubicada en la Ciudad de Monclova, Coahuila, el 21 de enero de 2003, bajo la Partida Número 1, Libro 1, Sección IX, e inscrito en el Registro Agrario Nacional el 11 de octubre de 2002 bajo el número de registro 99525 a fojas 031, del volumen 981.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Gobierno del Estado para que enajene a título oneroso, a favor de la empresa Compañía Industrial Frontera, S. A. de C. V., la superficie de terreno a que se refiere el artículo que antecede.

ARTÍCULO TERCERO. El Objeto de la operación que se autoriza es el de que la empresa Compañía Industrial Frontera, S. A. de C. V., destine la superficie correspondiente a la instalación, construcción y operación de un confinamiento controlado de arenas residuales y con ello se realicen acciones de ordenamiento y protección ecológica.

ARTÍCULO CUARTO. En los términos de lo señalado en el artículo que antecede, la adquirente deberá destinar la superficie de terreno a que se refiere el artículo primero de este decreto única y exclusivamente a la instalación, construcción y operación de un confinamiento controlado de arenas residuales. 

En caso de que la adquirente diere al bien objeto de este Decreto un fin distinto al que se autoriza o no iniciare la construcción de las instalaciones del confinamiento de arenas residuales en el término de seis meses, contado a partir del inicio de vigencia del presente decreto, el inmueble con sus accesorios se revertirá al patrimonio del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO QUINTO. La operación que autoriza el presente decreto se hará fuera de subasta y el monto de la misma será el que se establezca de acuerdo con los avalúos correspondientes y que, en ningún caso, podrá ser inferior al cubierto por el Gobierno del Estado por concepto de indemnización al núcleo ejidal correspondiente.

ARTÍCULO SEXTO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza mediante este decreto en un plazo de doce meses, contado a partir del inicio de vigencia del mismo, quedarán sin efectos sus disposiciones requiriéndose, en su caso, de nueva autorización legislativa para proceder a la enajenación del inmueble.

ARTÍCULO SÉPTIMO. Se faculta al Ejecutivo del Estado para que por sí o por conducto de su representante legal acreditado, otorgue las escrituras correspondientes a la operación que se autoriza. 

ARTÍCULO OCTAVO. Los gastos que se originen con motivo de la escrituración y registro de la operación autorizada, serán por cuenta de la adquirente.

ARTÍCULO NOVENO. El presente decreto, así como el Decreto Presidencial del 24 de septiembre de 2002, publicado en el Diario Oficial de la Federación, Primera Sección, del 9 de octubre de 2002, deberán insertarse en las escrituras correspondientes. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Sala de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, junio 9 del 2003.
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Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la señora María Cristina Castro Vega.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 27 de mayo del 2003, se recibió iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la señora María Cristina Castro Vega.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que el Ejecutivo Estatal estima necesario expresar justo reconocimiento a todas aquellas personas que participaron en el bien de la Patria durante la Revolución y, en su caso, por justicia social, a sus descendientes directos. 

SEGUNDO. Que el señor Francisco Castro Fabela fue veterano de la Revolución y, por ello, le fue otorgada por acuerdo presidencial, la condecoración al mérito revolucionario.

TERCERO. Que la señora María Cristina Castro Vega, descendiente directa del señor Francisco Castro Fabela, solicitó al Ejecutivo Estatal gestionar el otorgamiento de una pensión vitalicia en virtud del mérito revolucionario de su difunto padre y dada la precaria situación económica de la solicitante, así como su deteriorado estado de salud, según se desprende de los estudios socioeconómicos practicados por la Secretaría de Finanzas del Estado, se justifica la necesidad de que la misma cuente con un ingreso que le ayude a solventar diversos gastos fundamentalmente de carácter médico.

CUARTO. En virtud de lo anterior, esta Comisión encuentra justificada la solicitud del Ejecutivo Estatal para  proponer a esta Legislatura se otorgue una pensión vitalicia a la señora María Cristina Castro Vega, por lo que nos permitimos someter para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que otorgue una pensión vitalicia a la señora María Cristina Castro Vega, por la cantidad de $1,500.00 (Mil Quinientos Pesos 00/100 M. N.) mensuales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que la pensión a que se alude en el artículo anterior, sea incrementada de acuerdo y en proporción al porcentaje de aumento que en el futuro se autorice para los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO. La pensión a que se hace mención en el presente decreto, será pagada a la señora María Cristina Castro Vega, por la Secretaría de Finanzas del Estado, con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. La pensión a que se refiere el presente decreto será incompatible con cualquiera otra que otorgue el Gobierno del Estado, por lo que en caso contrario, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo y por tanto se cancelará la pensión que se otorga.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. La pensión vitalicia que se otorga mediante este decreto quedará automáticamente cancelada al fallecimiento de la titular de la misma.

TERCERO. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo que antecede, la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado deberá establecer los mecanismos necesarios para verificar con la periodicidad que estime conveniente, que la beneficiaria de la pensión que se otorga en este decreto, no haya fallecido.

CUARTO. Considerando que el monto que se otorga por concepto de pensión obedece a que, según información proporcionada por la beneficiaria de la misma, no hay más descendientes del señor Francisco Castro Fabela, en el caso de que, posterior a la entrada en vigor de este decreto se presentare alguna persona que acredite también ser descendiente del referido señor Castro Fabela, la pensión vitalicia que se otorga en este decreto quedará suspendida hasta en tanto se resuelva sobre la procedencia de esa petición, o sobre una forma de distribución del beneficio que se determina en este decreto o, sobre la cancelación de la pensión otorgada, según corresponda.
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